DECRETERO DE SENTENCIAS

//tevideo, 25 de marzo de 2010.

No. 180


V I S T O S : 




Para sentencia definitiva, estos autos caratulados: “FERRERE INTERNATIONAL SOCIEDAD DE ZONA FRANCA con ESTADO. MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS. Acción de nulidad (Ficha No. 915/06). 


R E S U L T A N D O :    
 


I) Que con fecha 26 de octubre de 2006, comparecieron los Sres. Eduardo JARDA y Gianni GUTIÉRREZ, en representación de la actora, promoviendo demanda de nulidad contra la Resolución de fecha 21 de marzo de 2006, dictada por la División Fiscalización de la Dirección General Impositiva, por la cual se determinaron adeudos tributarios por IVA e IRIC. 

 
Se agravia por considerar que:

 
La normativa aplicable no les prohíbe la prestación de servicios por parte de los usuarios de zonas francas a otros usuarios de zonas francas sean éstos usuarios, de la misma, o de otra zona franca dentro del territorio nacional.

 
La ley de zonas francas prohíbe la prestación de todo tipo de servicios hacia el territorio nacional no franco, pero de ningún modo impide que el usuario de zona franca comercialice con otro usuario de la misma zona desde la que presta servicios o de otra.

 
El hecho de haber pago los montos determinados, de ningún modo implica una aceptación por parte de la actora de la legitimidad de la determinación. El pago fue realizado para evitar las multas y recargos que implican el no pago puntual de las obligaciones fiscales.

 


II) La demandada señaló que la normativa aplicable no establece la exoneración impositiva para comercializar con usuarios de otras zonas francas, sino que se limita a permitir el comercio con clientes de terceros países.

 
La actora prestó servicios a empresas que actúan en plaza, siendo a actividades que no están encuadradas dentro de las exoneraciones por lo que se determinó IVA e IRIC por las mencionadas operaciones.




III) Abierto el juicio a prueba, se produjo la que obra cerificada a fs. 69, alegando las partes por su orden a fs. 71 a 72 vto. y 75 a 76 vto., respectivamente.

 


IV) Oído el Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo (Dictamen Nº 142/2009 de fs. 79 a 80), aconsejó el acogimiento de la demanda incoada; se llamó para sentencia pasando los autos a estudio de los Sres. Ministros, quienes acordaron su dictado en forma legal.

 

C O N S I D E R A N D O :

 


I) Que en la especie, se han acreditado los extremos legales habilitantes requeridos por la normativa vigente (arts. 4 y 9 de la Ley 15.869), para el correcto accionamiento de nulidad.



II) Se pide en autos, la anulación de la Resolución dictada por la División Fiscalización de la D.G.I., notificada a la accionante con fecha 21 de marzo de 2.006, por la cual se determinaron tributos (IVA e IRIC) respecto a actividades desarrolladas por la actora hacia un usuario de otra zona franca y hacia una empresa ubicada en territorio nacional no franco.

 


III) La cuestión formal planteada por la demandada, fue resuelta por sentencia interlocutoria No. 112 a fs. 55 y siguientes en la causa.-

 


IV) Los argumentos de las partes, se encuentran explicitados en el capítulo de RESULTANDOS de la presente, al cual corresponde remitirse “brevitatis causae”.-

 


V) Por dictamen No. 142/2.009 (fs. 79 a 80 en esta causa) la Sra. Procuradora Adjunta en lo Contencioso Administrativo, aconsejó el acogimiento de la pretensión anulatoria.-

 


VI) Lo que emerge de los antecedentes.-

 
La sociedad accionante, es usuaria de la zona franca de Colonia y presta servicios profesionales a otros usuarios de zonas francas, tanto la de Colonia como la de Montevideo, así como a clientes del exterior.

 
La D.G.I. entendió que los usuarios de una zona franca no están autorizados por la ley para prestar servicios a usuarios de otra zona franca, en virtud de lo cual determinó tributos para tal tipo de operaciones realizadas por la sociedad compareciente. A su vez, se determinó otra serie de tributos respecto de servicios que la accionante habría prestado a una empresa con RUC que actúa en plaza, los cuales están fuera de las exoneraciones previstas para los usuarios de zonas francas.

 


VII) Agravios de la parte actora.-

 
La empresa accionante se agravió del acto impugnado, expresando que la ley no prohíbe prestar servicios desde una zona franca a otra zona franca, sino que lo que sí prohíbe es únicamente que se presten servicios desde una zona franca hacia territorio nacional no franco. Sostuvo que en la ley de Reforma Tributaria, se incluyó una norma por la cual se declara, con carácter interpretativo de la ley 15.921, que las sociedades usuarias de zonas francas podrán desarrollar todo tipo de actividades fuera del territorio nacional o dentro de cualquier zona franca, en beneficio de usuarios directos o indirectos de cualquier zona franca. Concluyó por tanto, que las actividades realizadas por ella, dirigidas a usuarios de la zona franca de Montevideo, se encuentran permitidas y gozan por tanto de las exoneraciones fiscales, por lo que solicita en definitiva, la anulación del acto impugnado.

 


VIII) Argumentos de la parte demandada.-

 
Contestó el Organismo Estatal que, de acuerdo al art. 19 de la ley 15.921, los usuarios de zonas francas, sólo están exentos de tributos nacionales respecto de las actividades que desarrollen en la misma, de lo cual se infiere que las exoneraciones están condicionadas a que las actividades sean desarrolladas en la zona franca de la cual son usuarios. Expresó la Administración que las actividades que un usuario preste a usuarios de otra zona franca, no ingresan dentro de las exoneraciones genéricas que la ley prevé. Agregó que existieron  servicios que fueron facturados a empresas con RUC que actúan en plaza, tratándose de actividades que no están encuadradas dentro de las exoneraciones de la Ley, ante lo cual se reliquidó IVA e IRIC por dichos ingresos.

 
Solicitó en consecuencia, la confirmación del acto impugnado.

 


IX) El Tribunal, por la unanimidad de sus miembros y compartiendo el dictamen de la Sra. Procuradora Adjunta, en lo Contencioso Administrativo, acogerá la pretensión anulatoria. Y ello, por los siguientes fundamentos:

 
En primer lugar, se hará referencia a la determinación tributaria relativa a servicios que se habrían prestado a una empresa de plaza, respecto de los cuales habría ocurrido un error material en la facturación; entiende la Corporación que, con relación a este ítem, no corresponde pronunciarse, pues el mismo recién fue invocado en la etapa de alegatos y por ende, no forma parte de “la litis contestatio”.

 
En segundo lugar, el objeto del litigio tiene relación con una cuestión de puro Derecho. La misma consiste en dilucidar, si los servicios que un usuario de Zona Franca presta a  otro usuario de Zona Franca, se encuentra atrapado por  el “haz” impositivo o por el contrario, queda fuera del mismo. Concretamente, la interrogante que se plantea es si la realización de ese tipo de servicios se encuentra permitido a los usuarios de Zona Franca y por tanto, exonerada de tributos nacionales o, por el contrario, si estos usuarios no pueden desarrollar tales actividades, debiendo pagar tributos, si cumplen esas actividades. Adoptar posición en la “questio”, significa tanto como resolver el problema, a saber:

             Considera este órgano jurisdiccional colegiado, que asiste razón a la accionante, cuando plantea que ese tipo de actividades pueden ser prestadas por los usuarios de zonas francas y por ende, que están exoneradas de impuestos. Por lo siguiente:

 
El art. 2do. de la ley 15.921, en la redacción dada por el art. 65 de la ley 17.292, dispone:

                “Las zonas francas son áreas del territorio nacional de propiedad pública o privada, cercadas y aisladas eficientemente, las que serán determinadas por el Poder Ejecutivo previo asesoramiento de la Comisión Honoraria asesora de Zonas Francas, con el fin de que se desarrollen en ellas con las exenciones tributarias y demás beneficios que se detallan en la presente ley, toda clase de actividades industriales, comerciales o de servicios y entre ellas: (…).-


C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos por la normativa nacional, dentro de la zona franca como desde ella a terceros países”.


A su vez, el art. 14 de la ley 15.921 establece: “Son usuarios de Zonas Francas todas las personas físicas o jurídicas que adquieran derecho a desarrollar en ellas cualquiera de las actividades a que se refiere el art. 2º.-


Las empresas instaladas en zonas francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de servicios fuera de las mismas”.

 
Pues bien, de las normas citadas se desprende entonces, que las actividades que pueden realizar los usuarios de zonas francas, son aquellas enumeradas en el art. 2do., correspondiendo detenerse particularmente en lo que prevé el literal C de dicha norma, que refiere a la prestación de servicios “tanto dentro de la zona franca como desde ella a terceros países”.

A su vez, el art. 19 de la ley citada, dispone:

          “Los usuarios de las Zonas Francas están exentos de todo tributo nacional, creado o a crearse, incluso de aquellos en que por ley se requiera exoneración específica, respecto de las actividades que desarrollen en la misma”.

 
Corresponde entonces, ir a la dilucidación del punto concreto en disputa, esto es, interpretar la norma del art. 2do. literal C, a la cual los arts. 14 y 19 implícitamente se remiten.

 
Pues bien, el Tribunal considera que, de la letra de la disposición aludida, no surge claramente, si los servicios que se prestan por un usuario de una zona franca a un usuario de otra zona franca, se encuentran exentos; la expresión “prestación de todo tipo de servicios (…) dentro de la zona franca” podría referirse tanto a la expresión “dentro de esa misma zona franca en particular”, como a esta otra: “dentro de cualquiera de las zonas francas existentes en el país”. Entonces, ante la falta de claridad del texto legal, debe acudirse a los medios complementarios de interpretación de las normas; en tal sentido, es preciso acudir al espíritu de la ley, a la finalidad de la misma, que en opinión del Tribunal esa finalidad radica en querer exonerar de impuestos a las actividades que se prestan por los usuarios de zonas francas hacia el exterior o hacia sujetos que se encuentran dentro de las zonas francas; y por el contrario, prohibir a los usuarios de tales zonas, la prestación de actividades hacia territorio nacional, no comprendido en zonas francas, como forma de evitar la competencia con las empresas radicadas en el país, que sí deben pagar impuestos. He aquí la “ratio”. Por lo anteriormente expresado, es evidente que lo que se quiere prohibir es la realización de actividades hacia el territorio nacional “no franco”. Y si acudimos a la norma reglamentaria, art. 9º del Decreto 454/988, se puede observar que ésta dispone lo siguiente:

            “Los usuarios que se instalen en zona franca no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales o de servicios en el territorio nacional no franco. Tampoco se podrán prestar servicios desde la zona franca para ser utilizados en el territorio nacional no franco (…). Se infiere pues, de la transcripta disposición que el propósito es evitar que se presten servicios  a sujetos que se encuentran en territorio no franco, no existiendo razón alguna que justifique la prohibición de prestar servicios a sujetos de otras zonas francas del país.

 
Esta interpretación, resulta absolutamente coherente, con la interpretación auténtica del legislador que posteriormente realizó desde el art. 102 de la ley 18.083, el cual reza:

 
“Declárase que las sociedades previstas en el art. 17 de la ley 15.921 de 17 de diciembre de 1987, podrán desarrollar todo tipo de actividades fuera del territorio nacional o dentro de cualquier zona franca en beneficio de usuarios directos o indirectos de cualquier zona franca”.

 
Más aún, no se comparte el argumento de la Administración, según el cual dicha norma interpretativa demuestra que, con anterioridad, esas actividades estaban gravadas por el haz impositivo. Y no se comparte ese criterio, porque como se argumentó supra, era dudoso o por lo menos opinable, que esas actividades estuvieran gravadas con anterioridad. Coadyuva con esta interpretación, lo que prevé el art. 8º del Código Tributario, en su inciso final:

           “Las leyes que tipifiquen infracciones o establezcan sanciones también se aplicarán a los hechos ocurridos durante su vigencia. No obstante, tendrán efecto retroactivo las que suprimen infracciones y las que establecen sanciones más benignas o términos de prescripción más breves”. Ergo, no puede la Administración realizar interpretaciones analógicas “in malam partem” ni deducir cargas impositivas que no estén previstas expresamente, en un texto legal, de modo absolutamente coherente con el principio de legalidad, principio garantista que obra a favor de todo ciudadano, no solo en materia penal sino también en materia impositiva:

  
“Solo la ley puede: crear tributos, modificarlos y suprimirlos, etc. (art. 2do. del C.T.)...principio de legalidad que guarda absoluta coherencia con el principio de libertad:

 
“Las acciones privadas de las personas que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad de los magistrados.

 
Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe”.

 
Por estos fundamentos y atento a lo preceptuado en el art. 309 de la Constitución Nacional y arts. 24-25 del decreto-Ley 15.524, el Tribunal, 

 

F A L L A : 
                

Acógese la pretensión anulatoria deducida en autos, y en su mérito, anúlase el acto administrativo impugnado.

 
Sin sanción procesal específica.

A los efectos fiscales, fíjanse los honorarios del abogado de la parte actora en la cantidad de $18.000  (pesos uruguayos dieciocho mil).


Oportunamente, devuélvanse los antecedentes administrativos agregados; y archívese.

Dra. Sassón, Dr. Lombardi, Dr. Preza (r.), Dr. Harriague, Dr. Monserrat. Dra. Gianarelli (Sec. Letrada).
